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1. ANTECEDENTES 

La Fiscalía General del Estado, tiene la misión constitucional de “dirigir de oficio o a petición de parte, la investigación preprocesal y procesal penal, ejercer la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a los derechos XE "derechos"  de las víctimas”
. 

En este marco, le corresponde a la Fiscalía General del Estado abordar los casos de trata de personas, siendo necesario dotar de conocimientos especializados a los operadores de justicia en general y a los fiscales y funcionarios de la Fiscalía en particular, por las especiales características que rodean a este delito: es generalmente perpetrado por bandas del crimen organizado; el poder que se ejerce sobre las víctimas las despoja de sus derechos básicos, ubicándolas entre las víctimas con mayores niveles de indefensión; los rasgos del sistema patriarcal que subordina a las mujeres víctimas se manifiestan de modo cruel desde los tratantes pero también actúa discriminatoriamente la propia institucionalidad y la sociedad en general; la trata en gran parte es transnacional, entre otros aspectos que justifican el análisis y estudio especializado.
2. JUSTIFICACION

La trata de personas, según las Naciones Unidas es considerada como una grave violación de derechos humanos. El Estatuto de la Corte Penal Internacional, la considera una forma de esclavitud. Para el Protocolo de Palermo, es un delito. En nuestra legislación, consta como grave delito en la Constitución y en el Código Penal Ecuatoriano. La trata atenta a los derechos humanos de la víctima, especialmente al derecho a la libertad personal y está vinculado con diversas formas de esclavitud como la explotación sexual, explotación laboral, mendicidad infantil, matrimonio servil, prostitución forzada, tráfico ilegal de órganos, entre otras.


El Ecuador no es ajeno a éste fenómeno, por el contrario se conoce que funcionan redes criminales muy organizadas que usufructúan de la actividad, siendo las mujeres y las niñas las principales víctimas de este delito. La trata de personas, en general, y de niños, niñas, adolescentes y mujeres, en particular, es un flagelo internacional que requiere de una agenda global, regional y nacional para combatirlo. Su complejidad y las diferentes modalidades de la trata de personas, la vulnerabilidad de sus víctimas y su carácter transnacional obligan a los Estados a asumir un papel activo e integrador que involucre a todos sus actores –organizaciones intergubernamentales, gubernamentales, y no gubernamentales, mesas o coaliciones nacionales contra la trata de personas en un frente de lucha común donde la generación de política pública, la capacitación, la formulación de herramientas concretas diseñadas para el uso de los distintos niveles que intervienen frente a los casos, se convierte en una tarea medular para mejorar la eficacia en el combate de la trata de personas.
Y, aunque la actividad está legalmente penada, los niveles de impunidad son altos debido a una serie de factores que impiden su sanción y erradicación; siendo el más preponderante la naturalización de la actividad, por una cultura que socialmente permite e inclusive promueve como rasgo de masculinidad la compra de servicios sexuales, y, por el contrario, condena a la ofertante de esos servicios, independientemente de que su ejercicio sea voluntario o no, de que su libertad de elegir esté coaccionada por la trata y la explotación sexual. Paradójicamente la sanción social e institucional recae sobre la víctima y no sobre los tratantes, ni sobre los usuarios. Las estadísticas de la Fiscalía, en su registro desde el 2005 hasta el año 2011, determinan que existieron y existen 494 casos, de los cuales 53, han tenido dictamen acusatorio; 25 han sido llamados a juicio, y solo 14 fueron sentenciados como trata.
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El Ecuador es signatario de la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional y del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de personas especialmente mujeres y niños que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, “Protocolo de Palermo”, por lo tanto ha asumido, con los otros países suscriptores, el reto de revertir esa penosa realidad a fin de que el sistema judicial y todas las instituciones involucradas coadyuven a la protección de la víctima y la sanción de los tratantes. La Constitución de la República también contiene normas expresas que le obligan al Estado, a adoptar medidas que en la práctica judicial como en los servicios no judiciales, permitan la prevención de la trata; la protección y reparación de los derechos de las víctimas, así como la reducción de la impunidad.

Para lograr ese objetivo, es necesario desplegar una serie de esfuerzos que apuntan a modificar los patrones institucionales y culturales en el abordaje de los casos de trata de personas, por lo que le corresponde a la Fiscalía levantar procesos, generar herramientas, y capacitar a sus operadores, desde una perspectiva especializada, con enfoque de derechos humanos y género; de tal modo que el ejercicio de sus funciones en las etapas de investigación, procesamiento y de acusación de los responsables de la trata de personas, protejan y reparen los derechos de las víctimas, además de sancionar a los responsables.

En ese marco la Fiscalía, considera necesario asumir el proceso de especialización en casos de trata de personas, para garantizar los derechos de las víctimas y de la ciudadanía en general frente a este tipo de delitos, para lo cual ha decidido elaborar un “Manual sobre la investigación del delito de trata de personas con enfoque de respeto a los derechos humanos y género”, a través de la contratación de una consultoría, en la que participe un equipo altamente especializado que se dedique a investigar, pensar, debatir, proponer y formular una herramienta de utilidad para la Fiscalía en la materia descrita.
Para lograr el objeto planteado, se sugiere la contratación directa de Fundación Esquel, entidad especializada en la elaboración de herramientas especializadas para las instituciones del Estado, y con una vasta experiencia en el manejo de los derechos humanos y el género, así como en el sistema de administración de justicia. 

3. OBJETIVOS 

Objetivo General.
Realizar una investigación y análisis jurídico sobre la trata de personas desde un enfoque de derechos humanos, género y movilidad humana, considerando aspectos de interculturalidad y territorialidad, que sirva de herramienta de capacitación y consulta para los operadores de la Fiscalía General del Estado, personal del Sistema de Protección a víctimas y testigos, y personal especializado de la Policía, que contribuya a la institucionalización de la especialización en esta materia.
Objetivos Específicos.
1. Sistematizar conceptos, marco jurídico nacional e internacional, procedimientos para la protección especializada de víctimas, testigos y otros participantes en los procesos penales, relacionada con el delito de trata de personas.

2. Creación de un Directorio de instituciones públicas y privadas relacionadas con la trata de personas en todas sus modalidades, incluyendo a sectores académicos, servicios, investigaciones y cooperación internacional. 
4. METODOLOGÍA 
En la ejecución de la propuesta, se deberán considerar los siguientes aspectos metodológicos: 
a. El informe deberán estudiar, analizar y reflejar los principales aspectos de la normativa  internacional, además de la nacional, relativa a la trata de personas.

b. El informe deberá estar organizado por capítulos.

c. El informe deberá incluir casos, ejemplos y otros medios pedagógicos para facilitar la comprensión, de tal modo que se transfieran adecuadamente los instrumentos de investigación para procesar y juzgar el delito de trata de personas.
d. El informe deberá contener flujo-gramas específicos para los procedimientos a ejecutar en la investigación e intervención de Fiscales, Policías y personas del Sistema de Protección a Víctimas y Testigos.
e. La redacción del informe deberá tener un lenguaje claro y sencillo.

f. Debido a que en la Asamblea Nacional se está debatiendo el nuevo Código Orgánico Integral Penal, que podría eventualmente modificar la esencia o los alcances de los delitos de trata y de los procedimientos, deberá contextualizar estos hechos.
5. PRODUCTOS Y ACTIVIDADES
Productos
· Programación con determinación de actividades, plazos, medios, recursos para realizar la consultoría.

· Informe de recopilación de información técnica.

· Documento de sistematización del marco conceptual, jurídico y procedimental sobre la trata de personas 
Plan de actividades
	NO.
	ACTIVIDADES
	Cronograma

	
	
	Octubre
	Noviembre 

	
	
	S3
	S4
	S1
	S2
	S3
	S4

	1
	Programación con determinación de actividades.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	2
	 Informe de recopilación de información técnica, y sistematización del marco conceptual  
	X
	X
	X
	X
	 
	 

	3
	Elaboración del informe final.
	 
	    
	 
	 
	X
	X


6. PLAZO

El tiempo estimado para la ejecución de la presente consultoría es de 45 días, contados a partir de la suscripción del contrato.

7. PRESUPUESTO REFERENCIAL

Los fondos disponibles asignados para la contratación alcanzan el total de USD 25,250.00 (Veinticinco mil doscientos cincuenta dólares de Estados Unidos de América), 
8. PRESENTACIÓN DE INFORMES Y CRONOGRAMA DE PAGOS

Los pagos se realizarán de la siguiente manera:

	RUBRO
	VALOR
	PORCENTAJE DE PAGO

	Presentación Plan de trabajo
	10.100,00
	40%

	Presentación informe primer avance
	10.100,00
	40%

	Entrega de informe final.
	5.050,00
	20%


9. PROCESO DE CONTRATACIÓN

El procedimiento de contratación es de CONSULTORÍA POR CONTRATACIÓN DIRECTA al amparo del artículo 40 numeral 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública.

10. PERFIL REQUERIDO
Para el desarrollo de la presente consultoría se necesita contar con un equipo mínimo de profesionales que tengan el siguiente perfil:

	No.
	CARGO
	NIVEL DE TÍTULO PROFESIONAL
	EXPERIENCIA
	ÁREA DE CONOCIMIENTO

	1
	Director/a del Proyecto
	Título de tercer nivel en Derecho


	5 años
	- Conocimientos del Derecho desde una perspectiva de género.

- Experiencia en tratar el tema de violencia de género, para la definición de herramientas a favor de víctimas de delitos de violencia de género. 

- Experiencia en abordaje de asuntos de trata de personas. 

	1
	Consultor/a en Derecho procesal experto/a en casos de trata de personas
	Título de tercer nivel en Derecho 
	3 años
	- Conocimiento de Derecho Penal y de Derecho Penal Procesal.

- Experiencia en temas en casos de víctimas de trata de personas.

	1
	Investigador/a
	Título de tercer nivel o estudios de nivel superior, en Derecho o Ciencias Sociales
	1 año
	- Conocimiento de herramientas de investigación.

- Experiencia en investigación con perspectiva de género.


Se valorará como positivo experiencia desarrollada en la articulación de actores/as vinculado a la temática y de incidencia en instituciones públicas para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia.

11. PARÁMETROS DE CALIFICACIÓN

Los parámetros escogidos para la calificación de la contratación son: 

	PARÁMETROS
	PORCENTAJE DE CALIFICACIÓN

	Experiencia específica
	30%

	Metodología
	20%

	Cronograma de Trabajo
	20%

	Equipo propuesto
	30%


12. ADMINISTRACIÓN DEL CONTRATO
La administración del contrato estará a cargo de la Lcda., Patricia Ruiz Coordinadora de la  Dirección de Protección a Víctimas y Testigos de la Fiscalía General del Estado.
� Artículo 195 de la Constitución de la República.





